
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

DE 2006 RESOLUCIÓN NÚMERO g.  3 9 6 9 

( 3 O N(W. MOS 	) 
Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias relacionadas 

con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parle 
la Nación - Ministerio de Defensa - Policia Nacional. 

EL COMANDANTE GENERAL DE. LAS FUERZAS MILITARES ENCARGADO DE LAS 
FUNCIONES DEL DESPACHO DEL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de sus facultades constitucionales y legales y en particular las conferidas por el 
articulo 211 de la Constitución Política, los articulas 9 de la Ley 489 de 1998, 8 numeral 2 del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 049 de 2003, 23 de la Ley 446 de 1998, 149 del Código 
Contencioso Administrativo y64 del Código de Procedimiento Civil, y 

CONSIDERANDO: 
• 

Que según lo previsto , en el artículo' 211 de ta. 'Constitución politica, la ley señalará las 
funciones que el Presidente de la Repolljera delegar en:IpítIl Ministros, directores de 
departamentos administrativos, 'repreaéritántae legales& de entidades descentralizadas, 
superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. 
Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en 
sus subalternos o en otras autorfdades. 

Que en virtud de la norma en cita la deleg.ación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre 
reformar o revocar aquel reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 

Que de conformidad con lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas., en virtud de lo dispuesto en la Constitución Politica y de conformidad con la 
citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio de funciones y la atención y decisión 
de los asuntos mellas confiados por la ley, mediante acto de delegación, a los empleados 
públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el 
propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 
articulo 209 de la Constitución Política y en la ley". 

Que. de acuerdo a lo previsto en el articulo 8 di la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben garantizar lEl armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el 
fin do lograr los fines y cometidos estatales y prestar su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el cumplimiento de sus funciones, procurándose en el desarrollo de la función 
pública, de manera prioritaria, dar aplicación a los principios de coordinación y colaboración 
entre las autoridades administrativas y ente los organismos del respectivo sector. 

Que de conformidad con lo previsto en el articulo 23 de la Ley 448 de 1998 cuando en un 
proceso ante cualquier jurisdicción Intervengan entidades públicas, el auto admisorio de la 
demanda se debe notificar personalmente al Representante Legal de la Entidad Pública o a 
quien este haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 
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• Continuación de la resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias 
relacionadas con la actividad de defensa Judicial en los procesos en que sea parte la Nación -
Ministerio de Defensa - Policía Nacional." 

Que mediante Decreto 4222 del 23 de noviembre de 2006, el Gobierno Nacional modificó 
parcialmente la estructura del Ministerio de Defensa Nacional con relación a la estructura 
orgánica de la Policia Nacional, determinando en el articulo 20, que la representación judicial y 
administrativa de la Institución es función del Secretario General previa delegación del Ministro 
de Defensa Nacional de conformidad con las normas vigentes. 

Que teniendo en cuenta la clase, volumen y naturaleza de los procesos en que es parte la 
Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional, se hace necesario delegar la facultad de 
notlficarse y constituir apoderados, en algunos servidores públicos de esa dependencia, en 
orden a garantizar el cumplimiento de los principios de eficacia, moralidad, economía y 

celeridad en la gestión litigiosa. 

Que de conformidad con el inciso primero del articulo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 
Nación y demás entidades de derecho público, podrán constituir apoderados especiales para 
los procesos en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo consideren 
conveniente por razón de distancia, importancia del negocio u otras circunstancias análogas. 

RESUELVE 

ARTÍCULO 1°. Delegar en el Secretacie,„ General de le Policia Nacional las siguientes 

funciones: 

1. Notificarse de las derriandas y  constituir 'apoderados en ',loé procesos contencioso 
administrativos que contra la Nación »M' elaterio de Defensa - Páliele Nacional, cursen en el 
Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y Juzgados Contencioso 

Administrativos. 

2. Notificarse y constituir apoderados en las acciones de tutela, de cumplimento, populares y 
de grupo, que cursen ante las diferentes autoridades judiciales, a fin de contestar y defender a 
la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional. 

3. Notificarse de las demandas y designar apoderados dentro de los procesos que cursen en 
los juzgados civiles, penales y laborales de todo el territorio nacional en contra de la Nación - 

Ministerio de Defensa - Policia Nacional. 

4. Designar apoderados para que se constituyan en parte civil, en los términos y para los 
efectos de la Ley 190 de 1995. 

5. Para efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes, otorgar poderes a 
funcionarios abogados de la Nación - Ministerio de Defensa - Policia Nacional según lo 
requieran las necesidades del servicio, para mie atiendan los trámites tendientes a la 
recuperación de la cartera por cobro coactivo, así como asignar funciones de secretario a un 

empleado de la misma entidad, con el fin de apoyar las funciones administrativas 

correspondientes. 

6. Notificarse y designar apoderados para atender y reatizar las gestiones necesarias que se 

requieran o deban realizarse ante las Inspecciones de Policía, Ministerio de la Protección 
Social y cualquier otra entidad de la Administración Pública. 

7. Designar apoderados con el fin de iniciar las acciones que Se requieran en defensa de los 

intdroses de la Nación • Ministerio de Defensa - Policia Nacional ante las jurisdicciones 

contencioso administrativa y ordinaria. 



:•ontinuación de la resolución "Por la cual se delegan, asignan y Conminen mi luivIny. y -- -,,--......__ 
elacionadas con la actividad de 	defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación - 

iollnisterio de Defensa - Policia Nacional." 
.. 	.. ------......-- 	 — 

lklITICULO 2°. Delegar la función de notificaras de las demandas y constituir apoderados en 

Os procesos contencioso administrativos, acciones de tutela, acciones populares, acciones de 
grupo y de cumplimiento que contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policia 
Nacional, cursen en los Tribunales o Juzgados del país, asi como la de notificarse de las 

demandas en la jurisdicción ordinaria (asuntos civiles, penales y laborales) y procesos que 
cursen ante las diferentes autoridades administrativas, en los Comandantes de las Unidades 

Policiales que se indican a continuación; 

Despacho 	Judida l  
ontencioso 
dministratIvo 

Departamento itelegatario 

Medellin Antioquía 
omandante Policia Metropolitana del Valle de 
burra 

lArauca  Arauca omandante Departamento de Policia 

Barranquilla 

Barrancabermeja 

Atlántico omandante Departamento de Policia 
Santander 	del 
Sur 
Bolívar 
Boyacá 
Valle 	del 

auca 

omandante Departamento de Policia del 
agdalena Medio 
omandante Departamento de Policia 
• > dante Departamento de Policia 
omandante Departamento de Policía del Valle 

•el Cauca 

'Cartagena 
roa 

uenaventura 

Buga 
Valle 	de 

auca 
•mandante Departamento de Policia del Valle 

•el Cauca 
Manizales Caldas 

Caqueta 
omandante Departamento de Policia 
*mandante Departamento de Policia Florencia 

Cauca omandante Departamento de Policia 

rmopayán 
°Merla Córdoba 

asanare. 
•mandante Departamento de Policia 
• andante Departamento de Policia  
•mandante Departamento de Policia 

Popal 
IValledupar :sar 
"Quibdo Choco omandante Departamento de Policia 
Facatativa Cundlnamarca ecretarlo General de la Policía Nacional 

GI ardot undinamarca -ecretarlo General de la Policia Nacional 

Riohacha uppra omandante Departamento de Policía 

Neiva L'Ha  
mazonas  
agdalena 

Meta 

•mandante Departamento de Policia 

ornandante Departamento de Policia' 
smandante Departamento de Policia 

Comandante Departamento de Policía 

Leticia 
"Santa Murta 
'Villavicencio 
Mocos Putumayo omandante Departamento de Policia 

Gomita 
orle 	de 
antander 

omandante Departamento de Policia 

Pasto ariño ornandante Departamento de Policía 

Pamplona orle 	de 
^antander 

omandante Departamento de Policia Norte de 
antander 

Armenia a uindio omandante Departamento de Policia 
Pereira - saralda  

Santander 

omandante Departamento de Policía 
• omandento Departamento de Policia da 
antander an Gil 

Bucaramanga antander 
en Andrés 

• andante Departamento de Policia  
omandante Departamento de Policía San Andrés, Providencia 



Continuación de la resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funcionos y competencias relacionadas 
con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación -

Ministerio de Defensa • Policia Nacional.' 

ty santa Catalina 	I 
Santa Rosa de Viterbo Boyacá Comandante Departamento de Policia Boyacá  

Comandante Departamento de Policía Sincelejo  Sucre 
'bague Tolima Comandante Departamento de Policía 
Turbo Antioquia Comandante Departamento de Policia Uraba 
Cali Valle 	del 

Cauca 
Comandante Policía Metropolitana de Santiago 
de Cali 

Secretario General de la. Policia Nacional Zipaquira 	 ICundinamarca 

PARAGRAFO, Podrá igualmente el Secretario General de la Policía Nacional, constituir 
apoderados en todos los procesos contencioso administrativos que cursen ante los Tribunales 
o Juzgados Contencioso Administrativos y demás autoridades judiciales y administrativas en 
todo el territorio nacional. 

ARTICULO 3". CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN. 

La delegación efectuada a través de la presente resolución, serán ejercidas por los 
funcionarios delegatarlos conforme a leysIgulentes condidepes: 

1. La delegación es una decIsIón . discreeional del delegante y su cumplimiento es vinculante 
para el delegatario. 
2. El ejercicio de las competencias que porinedio de la presente resolución se delegan, está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados con la actividad 
litigiosa de las entidades públicas establecidas en la ley, manuales y politices del Ministerio de 
Defensa Nacional. 
3. Cuando lo estime conveniente, el Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 
caso y en cualquier momento, total o parcialmente, las competencias delegadas por medio del 
presente acto 
4. La delegación establecida en el articulo 2 de esta Resolución no comprende la facultad a 
mutuo propio, o a través de apoderado de conciliar, transar o utilizar cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación - Ministerio de 
Defensa Nacional - Policia Nacional. 
5. Las facultades delegadas mediante la presente resolución son indelegables. 
e. La delegación eximirá de toda responsabilidad al delegante, y será asumida plenamente y 
de manera exclusiva por el delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
articulo 211 de la Constitución Política el delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la 
competencia, revisar y revocar loa actos expedidos por el delegatario, con sujeción a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo., 
7. El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias quo 
regulen el ejercicio de la delegación y es responsable de las decisiones que tome en ejercicio 
de la misma. 
8. El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este 
acto de delegación. 
9, El delega lado deberá atender oportunamente los requerimientos sobre el ejercicio de la 
delegación, hechos por el delegante. 
10. El delegatario deberá cumplir las orientaciones generales dadas por el delegante. 
11. El delegatario facilitará la revisión de sus decisiones por el delegante. 
12. Los servidores públicos que ejerzan la defensa judicial, deberán dar estricto cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 111 de 1996. 
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Ccintinuación de la. resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias 
relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación -
Ministerio de Defensa • Policia Nacional." 

13. En virtud del principio de continuidad de la administración y de la presunción de legalidad 
de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante yto delegatario no 
extingue tos efectos del acto de delegación. De ahí que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación de los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación de 
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrativo que las reasigne. 
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las normas 
legales aplicables, y en particular por los articules 9° y siguientes de la Ley 489 de 1998. 
15. Este acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, 
derogado o anulado por autoridad competente. 

ARTICULO 4°. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN DE REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y 
DEFENSA JUDICIAL. 

Los funcionarios de la Policia Nacional, que tengan como función la actividad litigiosa ante las 
diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción que reposará en su 
folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar por la transparencia 
en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su actuación, compromiso 
a través del cual, asumirán como minimo los siguientes: 

No ofrecer ni dar prebenda ni ninguna otra forme de contrnprestaCión a ningún funcionario 
público, 

No propiciar que nadie, bien sea empleado:de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o 
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre: 

No recibir directa o Indirectamente prebendas ni ninguna otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún interesado reas  procesos que reelija para el cumplimiento de las 
funciones a su cargo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones. 

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones, asi 
corno de los Intereses de la institución que pongan a la entidad en desventaja frente a otras 
personas naturales o jurldlcas. 

Informar al inmediato superior de las conductas que se detecten relacionadas con falta de 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litigio. 

No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el 
previo análisis y aprobación del Comité de Concilladón de la Entidad. 

Asumir y reconocer expresamente, las corisecuenélas que se deriven del incumplimiento del 
compromiso anticorrupción precedente o de cualquiera otra de sus obligaciones legales 
asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes 
autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigaciones. 

ARTICULO 5°. INFORME SEMESTRAL. Los funcionarios encargados de la actividad litigiosa 
de la Policia Nacional, deberán rendir informe semestral de las actuaciones y del estado de 
los procesos al Secretario General de la Policia Nacional. 



La' 

FREDDY PADIL

- 

L

▪  

A DE LEON 

"..:„1"::::) c,, DE7:::i3A 
in, FOTOCOPIA TOMADA DE SU OPIGINAL 

19 [NE. 2.001 

/477)  
obutaz urItilen 

Ne 	Ico Genotales n lnlorrnática lurteituct 

a 

3 0 NOV. 20014 
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Continuación de la resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias 
relacionadas con la actividad de defensa Judicial en los procesos en que sea parte la Nación -
Ministerio de Defensa - Policía Nacional? 

PARÁGRAFO: El Secretario General de la Policía Nacional presentará un informe semestral a 
este despacho, como uno de los mecanismos para efectuar el seguimiento y control de la 
función delegada en este acto administrativo. 

ARTICULO 6°. EMPALME EN CASO DE CAMBIO DE MANDO. Cuando haya cambios de los 
funcionarios designados como delegatarlos a través de la presente resolución, éstos deberán 
preparar un informe de situación y ejecución de las funciones asignadas a su cargo, dejando 
constancia de la información y documentación entregada al nuevo funcionado que ejercerá las 
funciones o la competencia respectiva, cuya copla será remitida a la Secretaría General de la 
Policia Nacional, para su control y seguimiento. 

ARTICULO 7°. VIGENCIA Y DEROGATORIA, La presente resolución rige a partir de la fecha 
de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias. 

PUBLIQUESE Y CÚMPLASE, 

Dada en Bogotá, 	 • 3 0 NOV 2D4 

EL COMANDANTE GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
ENCARGADO DE LAS FUNCIONES DEL DESPACHO DEL 
MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
ES PIEL FOTOCOPIA TOMADA DE S1 ORIGINAL 

PILCHA. 	2 5 ENE 20161 

Mos Legales 
Gru o Nt 	Genéreles 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO o 3 5811' DE 2016 

20 ENE 20161 	) 

Por la cual se traslada a un Oficial Superior de la Policía Nacional 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En ejercido de la facultad legal que le confiere el artículo 42 numeral 2°, 
literal b) del Decreto Ley 1791 de 2000, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO 1. Traffal rsetóredicífef CRIOLLO REY PASCO ANTONIO, identificado con h 
cédula de ciudadanía No. 19.493.817, de la Oficina Asesora Secretaria General de la Policía Nacional, 
a la misma unidad, como Secretario General. 

ARTÍCULO 2. 	La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Dada en Bogad D.C., a los, 	2 O ENE 20161 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, 

RscaTAR.F.ag,LESt 





MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 

SECRETARIA GENERAL t TODOS POR UN 
• NUEVO PAI 

• 5 PAZ EQUIDAD ErwcAcipc 

LA SUSCRITA RESPONSABLE ADMINISTRACIÓN DE PERSONAL DE LA 

SECRETARÍA GENERAL 

HACE CONSTAR: 

Que el señor Coronel PABLO ANTONIO CRIOLLO REY Secretario General - Policía 
Nacional se encuentra nombrado en propiedad mediante la Resolución Ministerial No. 
0358 desde el 20/01/2016. 

Lo anterior se expide para que obre dentro de los procesos que se adelantan a favor de 
los intereses de la Policía Nacional ante la Procuraduría General de la Nación, 
Procuradurías Delegadas para Asuntos Administrativos, autoridades Judiciales y 
competentes, 

DattreffEttet*treffá -lbS- dteálltltr( ) ataS-def lijes-de‘abiti.1-Tte ,~441-  ectocho. , 
 (2018), a quien pueda interesar. 

Atentamente, 

Subintendente JORGE A EJANDRO CEPEDA GOMEZ 
Responsable Administraci•n de Personal 

Elarnondo por. SI Jorge Alejandro copuda Gómez 
HEV15.40 por SI Jorge Alejandro capado Gómez 
Feche de elaboración: 17-04.2015 
Ubiuclón c:Wnb documenhaelsalleloa 20143 

Carrera 59 No. 26-21 Can, Bogotá 
Teléfono 3159100 Ext. 9418 
seqen.autabPpoliclaciov.co   
www.policia.qov.co   

I OS - OF - 0001 
VER: 3 

Página 1 de 1 
	 Aprobación: 27/03/201 7 
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RV: contestación demanda rad 2021-215

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 08/11/2021 17:29
Para:  Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: SANDRA MILENA GONZALEZ GIRALDO <sandra.gonzalez4326@correo.policia.gov.co>

Enviado: lunes, 8 de noviembre de 2021 4:19 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: contactos@abogadoslopezjurado.com <contactos@abogadoslopezjurado.com>;
lopezjuradoabogados@hotmail.com <lopezjuradoabogados@hotmail.com>; lopezjuradoabogados@hotmail.com
<lopezjuradoabogados@hotmail.com>; lopezjuradoabogados@hotmail.com
<lopezjuradoabogados@hotmail.com>

Asunto: contestación demanda rad 2021-215
 
Honorable  
EDITH ALARCÓN BERNAL 
SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA –
SECCION TERCERA 
E.   S.    D. 
 
Proceso No.  11001334306120210021500 

Demandante  GUILLERMO JOSE MAYA Y OTROS                             
Demandado  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA

NACIONAL 
Medio de control  REPARACION DIRECTA 
Asunto  CONTESTACIÓN DEMANDA 

Atentamente,
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SANDRA GONZALEZ
Abogada Policia Nacional
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL 

                    ÁREA DE DEFENSA JUDICIAL 

 
 

Honorable  
EDITH ALARCÓN BERNAL 
SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTA – SECCION TERCERA 
E.   S.    D. 
 

Proceso No. 11001334306120210021500 

Demandante GUILLERMO JOSE MAYA Y OTROS                             

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL 

Medio de control REPARACION DIRECTA 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
SANDRA MILENA GONZALEZ GIRALDO, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 1.036.924.841 de Rionegro- Antioquia y Tarjeta Profesional de Abogado 
Número 316.534 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado de 
la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, de acuerdo al poder que 
se anexa, me permito CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 
 
 

I. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

De todos los hechos narrados, no le constan a ésta defensa de la entidad demandada, 
atendiendo, son argumentos y aseveraciones subjetivas que realizan los 
demandantes respecto a lo que piensan y creen que tuvo ocurrencia o sucedió, 
adicionalmente tampoco existe fallo penal ni disciplinario que responsabilice algún 
funcionario policial por la muerte del señor JOSE OLIVER MAYA GOES (q.e.p.d), por 
lo cual tendrán que probarse. 
 
Esclarecido lo anterior paso a pronunciarme 

 
 
1 al 10: No me constan 

11: no es un hecho relaciona un gasto de munición 

12 y 13: No me costa pero se puede verificar con lo plasmado en el documento, repito 

únicamente con lo plasmado por el profesional. 

14 y 15: No es un hecho, relaciona lo plasmado por un profesional medico 

16 y 17: No son hechos, son narraciones subjetivas y personales de la parte actora, 

quien realiza conjeturas y señalamientos sin tener pruebas de ello, olvidando que en 

el lugar se presentaron disparos y ataques indiscriminados en contra de los 

funcionarios policiales. 
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II. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
Me opongo la totalidad de las pretensiones, teniendo en cuenta que se hacen 

reclamaciones de reconocimiento y pago de presuntos daños y perjuicios, por la 

supuesta muerte del señor JOSE OLIVER MAYA GOES (q.e.p.d), presuntamente 

ocurrida el 20 de julio de 2020 en Villa Garzón -Putumayo,  a manos de efectivos de 

la Policía Nacional; sin embargo, con el escrito de la demanda y los traslados de la 

misma notificadas a la entidad demandada, no se allegó documental alguna por medio 

de la cual se pueda corroborar que el impacto en la humanidad del menor hubiera sido 

producida por un arma de dotación oficial del estado, siendo imposible para ésta 

defensa de la accionada poder analizar de fondo el caso y decidir de fondo respecto 

a la existencia de lo que se dice o por el contrario, puedo haber existido pero no bajo 

el contexto que se argumenta. 

Se hacen señalamientos en contra de los funcionarios policiales, se narra lo ocurrido 

y las supuestas irregularidades en la que incurrió la fuerza pública, pero de lo que no 

se menciona son las circunstancias de tiempo, modo y lugar del porque el menor 

JOSE OLIVER MAYA GOES (q.e.p.d), se encontraba en el lugar de los hechos, si de 

los informes policiales aportados por los mismos demandantes, la asonada duro 

bastante tiempo, entonces porque no se resguardo el menor en su vivienda y ahora si 

se pretende venir a descargar toda la responsabilidad en los funcionarios policiales 

que lo único que hicieron fue repeler un ataque de la población civil que arremetían 

con armas de fuego y toda clase de elementos incendiarios y contundentes en contra 

los policiales. 

 

Adicionalmente tampoco existe fallo penal ni disciplinario en firme, en contra de los 

funcionarios policiales, que demuestre que actuaron de forma irregular o 

desproporciona. 

 

Concerniente con que se condene en costas y agencias en derecho. Me opongo, toda vez 

que ésta defensa de la Policía Nacional, ha actuado de forma diligente y oportuna; es decir, 

en aplicación a los principios constitucionales y legales de lealtad, celeridad, economía 

procesal y transparencia, sin incurrir en abuso del derecho, mala fe o temeridad. 

 
 

III. RAZONES DE DEFENSA 
 
Corresponde a que el constituyente primario de 1991, estableció en la Carta Política 
en el artículo 90, que el Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, como consecuencia de ello la responsabilidad en general 
descansa en dos elementos: 
 

1. El daño antijurídico y 
2. la imputación. 

 
El primero denominado DAÑO ANTIJURÍDICO, incorporado a nuestra legislación por 
la jurisprudencia y la doctrina española, se dijo que daño antijurídico era aquel que la 
víctima no estaba obligada a soportarlo, presentándose un desplazamiento de la culpa 
que era el elemento tradicional de la responsabilidad para radicarlo en el daño mismo, 
es decir, que éste resultaba jurídico si constituía una carga pública o antijurídico si era 
consecuencia del desconocimiento por parte del mismo Estado del derecho 
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legalmente protegido, de donde surgía la conclusión que no tenía el deber legal de 
soportarlo. 
 
En éste orden de ideas, el presunto daño antijurídico que pretenden los demandantes 
que les sean reconocidos por la muerte del menor JOSE OLIVER MAYA GOES 
(q.e.p.d), ocasionada supuestamente por funcionarios activos de la Policía Nacional, 
en hechos al parecer ocurridos el día 20 de julio de 2020, en Villa Garzón-Putumayo, 
donde a voces de los demandantes existió un procedimiento por parte de uniformados 
de la Policía Nacional que le causo el deceso.   
 
El segundo elemento ha sido denominado IMPUTACIÓN, que no es más que el 
señalamiento de la autoridad que por acción, omisión o extralimitación haya causado 
el daño. En atención a que los demandantes pretenden, que se declare responsable 
a mi prohijada, por los hechos ocurridos presuntamente el día 20 de julio de 2020, en 
Villa Garzón-Putumayo, en un supuesto procedimiento de policía que hasta la fecha 
no han logrado probar, al respecto es de resaltar que de conformidad con el artículo 
218 de la Constitución Política de Colombia de 1991, el fin constitucional de la Policía 
Nacional es la de garantizar y proteger los derechos de los ciudadanos. 
 
Atendiendo lo anterior, se reitera que en casos como el argumentado por los 
ciudadanos accionantes, le corresponde a la parte demandante acreditar los 
elementos que configuran la responsabilidad patrimonial y extracontractual de la 
Administración, la actuación u omisión del Estado, el daño antijurídico y en especial el 
nexo causal entre aquella y estos, extremos que no se encuentran demostrados en el 
asunto sub examine, razón por la cual dicha omisión imposibilita al despacho abordar 
el estudio respecto de si constituye deber jurídico de la demandada resarcir los 
perjuicios que del daño se hubieren derivado, y a la defensa de la demandada realizar 
una debida, apropiada, acertada y adecuada interpretación de los presuntos hechos 
que se manifiestan. 
 
Respecto de la causalidad como elemento de responsabilidad el Consejo de Estado - 
Sección Tercera, sentencias del 11 de febrero de 2009 - Exp. No. 17.145 y del 20 de 
mayo del mismo año - Exp. No. 17.405, se reiteró: 
 

“Más allá de la compleja cuestión relacionada con la identificación de los 
elementos estructurales de la responsabilidad extracontractual del Estado a 
partir de la entrada en vigor de la Constitución Política de 19911, incluso frente 
a supuestos que han dado lugar a comprensiones ─al menos en apariencia─ 
dispares en relación con dicho extremo2, la Sala ha reconocido que con el 

                                                           
 
1 La complejidad del asunto traído a colación quedó puesta de presente, por vía de ejemplo, con ocasión de la 

aprobación del siguiente pronunciamiento por parte de esta Sala: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, sentencia del treinta y uno (31) de mayo de dos mil siete (2007); Consejero 

ponente: Enrique Gil Botero; Radicación número: 76001-23-25-000-1996-02792-01(16898). En aquella 

oportunidad, la posición mayoritaria de la Sala se inclinó por señalar que lo procedente de cara a llevar a cabo 

“…el análisis de los elementos que constituyen la responsabilidad extracontractual del Estado”, es acometer dicha 

tarea “…a través de la siguiente estructura conceptual: 1º) daño antijurídico, 2º) hecho dañoso, 3º) causalidad, y 

4º) imputación”. Empero, frente a la anotada postura, el Magistrado Enrique Gil Botero optó por aclarar su voto 

por entender que la comprensión que se viene de referir “…desconoce los postulados sobre los cuales se 

fundamenta la responsabilidad del Estado a partir de la Carta Política de 1991, en tanto el artículo 90 del estatuto 

superior estableció sólo dos elementos de la responsabilidad, los cuales son: i) El daño antijurídico y, ii) la 

imputación del mismo a una autoridad en sentido lato o genérico”. 

 
2 De hecho, en el pronunciamiento que acaba de referenciarse ─nota a pie de página anterior─, a pesar de la 

claridad en torno al título jurídico de imputación aplicable al asunto de marras ─riesgo excepcional derivado del 

funcionamiento de redes eléctricas y de alto voltaje─, las súplicas de la demanda fueron desestimadas porque 

desde el punto de vista de la causalidad, esto es, desde una perspectiva eminentemente naturalística, 

fenomenológica, el actor no consiguió demostrar el acaecimiento del suceso que atribuía a la entidad demandada 

─una sobrecarga eléctrica─ y con fundamento en el cual pretendía que se atribuyese responsabilidad 

indemnizatoria a ésta última como consecuencia del advenimiento de los daños que ─esos sí─ fueron cabalmente 
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propósito de dilucidar si procede, o no, declarar la responsabilidad patrimonial 
del Estado en cualquier supuesto concreto, resulta menester llevar a cabo 
tanto un análisis fáctico del proceso causal que, desde el punto de vista 
ontológico o meramente naturalístico, hubiere conducido a la producción del 
daño, como un juicio valorativo en relación con la posibilidad de imputar o de 
atribuir jurídicamente la responsabilidad de resarcir el perjuicio causado a la 
entidad demandada; dicho en otros términos, la decisión judicial que haya de 
adoptarse en torno a la responsabilidad extracontractual del Estado en un 
caso concreto debe venir precedida de un examen empírico del proceso 
causal que condujo a la producción del daño, de un lado y, de otro, de un 
juicio, a la luz de los diversos títulos jurídicos de imputación aplicables, en 
torno a la imputabilidad jurídica de dicho daño a la entidad demandada3. 

 
Ahora, si bien es cierto que la Policía Nacional es una Entidad al servicio de la 
comunidad, instituida para proteger la vida, honra y bienes de las personas, este deber 
debe analizarse en cada caso concreto, tomando como referencia las diferentes 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurren los hechos, a fin de establecer 
si efectivamente existió una falla del servicio, negligencia, acción, omisión o 
extralimitación de algún orgánico institucional en el cumplimiento de los reglamentos, 
circunstancias que no han sido demostradas por lo menos sumariamente por los 
demandantes, ya que no obra prueba en el expediente para imputarle un régimen de 
responsabilidad a mi defendida (Policía Nacional), porque no se acreditan en debida 
forma los hechos que aduce la parte actora, a través de las cuales busca probar sus 
pretensiones, es decir, no obra en el plenario prueba que acredite, que efectivamente 
la muerte del señor JOSE OLIVER MAYA GOYES (q.e.p.d), haya sido producto del 
actuar irregular de algún agente de la Institución. 
 
Por otra parte, respecto a los daños y perjuicios que se reclaman a través del medio 
de control de reparación directa, la Jurisprudencia Colombiana ha establecido unos 
límites al cubrimiento del daño, teniendo como regla que “se debe indemnizar todo el 
daño, solo el daño, y nada más que el daño”, dicha regla encuentra su origen en un 
postulado fundamental, cual es la existencia del daño como requisito previo para su 
indemnización, entendiendo por daño, menoscabo patrimonial, y al no ser 
demostrados y  cuantificados, la obligación de pagarlos debe considerarse extinguida, 
en éste orden de ideas, correspondía a los actores acreditar la identidad del daño, y 
de ello se deduce que no está probada la existencia del perjuicio material, pues en 
efecto, la parte actora descuido en grado sumo la prueba de la existencia de un 
perjuicio  material, y en nuestro régimen “Ninguna de las partes goza en proceso 
Colombiano del privilegio especial de que se tengan, por cierto los hechos 
simplemente enunciados en su escrito, sino que estas deberán acreditar sus propias 
aseveraciones” – Sentencia Consejo de Estado - Expediente No. 2607 - Actor María 
Gilma Betancur Valencia. 
 

                                                           
acreditados dentro del plenario. Y adviértase que en relación con el sentido de la decisión ─y, por tanto, en relación 

con esta manera de razonar─ no hizo explícito, en la también referida aclaración de voto, su desacuerdo el H. 

Consejero de Estado que la rubricó. 

   
3 El énfasis ha sido efectuado en el texto original. Cfr. ENNECCERUS, LUDWIG-LEHMANN, HEINRICH, 

Derecho de las obligaciones, 11ª edición, traducción de B., Pérez González y J., Alguer, Barcelona, Bosch, 1948, 

citado por GOLDENGERG, Isidoro, La relación de causalidad en la responsabilidad civil, cit., p. 10. Por la misma 

senda marchan los planteamientos de Adriano DE CUPIS, quien no obstante considerar operativo el tema de la 

relación de causalidad al interior del análisis jurídico, estima existente la que denomina “causalidad jurídica” 

misma, que a su entender “no es más que un corolario del principio enunciado por nosotros, según el cual, el 

contenido del daño se determina con criterios autónomos [en el ámbito jurídico]. Debemos preocuparnos de 

averiguar no ya cuándo el daño pueda decirse producido por un hecho humano según las leyes de la naturaleza, 

sino más bien cuándo ese daño pueda decirse jurídicamente producido por un hecho humano” (énfasis en el texto 

original). Cfr. DE CUPIS, Adriano, El daño. Teoría general de la responsabilidad civil, traducción de la 2ª edición 

italiana por A. Martínez Sarrión, Bosch, Barcelona, 1975, p. 248. 
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Lo anterior nos lleva a concluir, que el daño y el perjuicio son dos (2) conceptos 
distintos, y que aunque la mayoría de las veces la una conlleva la otra en el presente 
caso no lo es, para aclarar este punto es indispensable tener claro ambos conceptos. 
El Profesor BENOIT, afirma:  
 
“… El daño es un hecho, es toda afrenta a la integridad de una cosa, de una persona, 
de una actividad, de una situación; mientras el perjuicio lo constituye el conjunto de 
elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se derivan del daño 
para la víctima del mismo. Mientras que el daño es un hecho que se constata, el 
perjuicio es, al contrario, una noción subjetiva apreciada en relación con una persona 
determinada”. Los hermanos MAZEAD, expresaron: “Que lo importante no era la 
comprobación del atentado material contra una cosa, sino el perjuicio sufrido a causa 
de ese hecho por el propietario”. Con esta misma lógica una Sentencia Colombiana 
afirmo: “El daño considerado en sí mismo, es una lesión, es una herida, la enfermedad, 
el dolor, la molestia, el detrimento ocasionado a una persona en su cuerpo,  en su 
espíritu o en su patrimonio”, mientras que “el perjuicio es el menoscabo patrimonial 
que resulta como consecuencia del daño”. 
 
De igual forma, la actual línea jurisprudencial que ha venido desarrollando el Consejo 
de Estado, para establecer la configuración de la responsabilidad patrimonial de la 
administración en el elemento constitutivo de la misma, como lo es la imputación, la 
cual como ya se ha reiterado debe ser demostrado por la parte actora si pretende que 
le salgan avante sus pretensiones, es decir, se debe demostrar el daño antijurídico, el 
ámbito factico y la imputación jurídica4. 
 
En cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito factico, y b) la 
imputación jurídica, en la que se debe determinar la atribución conforme a un deber 
jurídico (que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el 
precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio – simple, presunta o 
probada-: daño especial – desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-: riesgo 
excepcional). Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de la 
teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. 
Precisamente, en la jurisprudencia constitucional se sostiene que la “superioridad 
jerárquica de las normas constitucionales impide al legislador diseñar un sistema de 
responsabilidad subjetiva para el resarcimiento de los daños antijurídicos que son 
producto de tales relaciones sustanciales o materiales que se dan entre los entes 
públicos y los administrados. La responsabilidad objetiva en el terreno de esas 
relaciones sustanciales es un imperativo constitucional no solo por la norma expresa 
que así lo define, sino también porque los principios y valores que fundamentan la 
construcción del Estado según la cláusula social así lo exigen”5. 
 
De igual forma se hace necesario desvirtuar la presunción de aflicción causada 
moralmente a la parte actora, con relación a esto el Consejo de Estado ha reiterado 
su jurisprudencia en el sentido de indicar que el reconocimiento y tasación de los 
perjuicios materiales y morales, se desprende de la condición personal de damnificado 
con el daño sufrido por las víctimas, y que el parentesco resulta ser tan solo un 
elemento probatorio que indica la existencia de una relación familiar consolidada, “así 
las cosas, la valoración probatoria que debe hacer el juez para acceder al 
reconocimiento de los perjuicios morales no puede entenderse en forma alguna como 
una simple verificación de la relación de parentesco de los demandantes, sino que es 
deber del fallador hacer un acopio de todos los elementos probatorios obrantes de 
manera que verifique la existencia de criterios o referentes objetivos para su 
cuantificación tales como: “las características mismas del daño, su gravedad y 

                                                           
4 Consejo de Estado, Sentencia del 23 de enero de 2015, Exp, No. 76001233100019970325101 (20.507) M.P 

Orlando Santofimio Gamboa, Actor Joseph Mora Van Winchen y otros. 
5  Sentencia del 12-08-2013 Exp. 50001233100020000025301 (26536), M.P Dr. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa, Actor Betulia Romero de Camacho y otros. 
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extensión, el grado de afectación en el caso de cada persona, vale decir, el conjunto 
de elementos o circunstancias de hecho que enmarcan la situación del demandante 
afectado, para por vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, llegar a 
concretar un monto indemnizatorio determinado6. 
 
 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS  
 
Con miras a salvaguardar los intereses de la Institución a la cual defiendo (Policía 
Nacional), y al haberme opuesto a todas y cada una de las pretensiones de la 
demanda, me permito proponer las siguientes excepciones, en atención a los 
argumentos expresados en precedencia, así: 
 
 
 

1. IMPROCEDENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO: 
 
De acuerdo al CONCEPTO No. 0001/2012 de la Procuraduría General de la Nación, 
en concordancia con lo expuesto en varias oportunidades por el Consejo de Estado, 
se afirma lo siguiente: 
 

“La responsabilidad en materia contractual del Estado, encuentra su sustento 
en el artículo 90 de la Constitución Política. 
 
Frente al tema, para que proceda la declaratoria de responsabilidad estatal, 
el Consejo de Estado, varias décadas atrás, ha señalado que se den los 
siguientes presupuestos: 
 
“a) Una falta o falla del servicio o de la administración, por omisión, retardo 
irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio. La falta de que se trata no 
es la del agente administrativo, sino la del servicio o anónima a la 
administración. 
 
b) Lo anterior implica que la administración ha actuado o dejado de actuar, 
por lo que se excluye los actos del agente, ajenos al servicio, ejecutados 
como simple ciudadano. 
 
c) Un daño que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el 
derecho bien sea civil, administrativo, etc. Con características generales 
predicadas en el derecho privado para el daño indemnizable, como de que 
sea cierto, determinado o determinable, etc. 
 
d) Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el 
daño, sin la cual, aún demostradas la falta o falla del servicio, no habrá lugar 
a la indemnización…” 

 
De acuerdo con los presupuestos expuestos por el Consejo de Estado, aceptados por 
la Procuraduría General de la Nación, encontramos que en el caso concreto a la 
Nación – Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, no le asiste falla en el 
servicio ni por acción, ni por omisión, ni por extralimitación, puesto que como se ha 
expuesto en acápites anteriores, en el presente caso no existe ninguna FALLA EN 
EL SERVICIO. 
 
 

                                                           
6 Sentencia del 12-06-2013, Exp. 29997, Rad. No. 52001233100020010028401, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón, 

Actor Marcelino Riasco Villa y Otros. 
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2. Excepción genérica: 
 
Finalmente propongo en nombre de mi defendida Policía Nacional, la presente 
excepción aplicable al caso sub judice, como quiera que dicho precepto legal faculta 
al fallador para que de manera oficiosa declare en la Audiencia Inicial o en la 
Sentencia, cualquier otro hecho que se encuentre debidamente demostrado y que 
constituya una excepción que favorezca a la Entidad demandada, y que no haya sido 
alegada expresamente en la contestación de la demanda – Ley 1437 del 18 de enero 
de 2011 “Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
– artículos 175 núm. 3 y 180 núm. 6. 
 
 
 

 
V.  PERSONERIA 

 
Solicito al Honorable Juez de la República, por favor reconocerme personería de 
acuerdo al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional y 
los anexos que lo sustentan. 
 

 
VI. ANEXOS 

 
Me permito adjuntar el poder legalmente conferido por el señor Secretario General 
de la Policía Nacional con sus anexos. 
 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 

 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN, Bogotá DC., correo electrónico 
decun.notificacion@policia.gov.co y sandra.gonzalez4326@correo.policia.gov.co, 
celular 3134013060. 
 
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
SANDRA MILENA GONZALEZ GIRALDO 
C.C. No. 1.036.924.841 de Rionegro-Antioquia  
T.P. No. 316.534 Consejo Superior de la Judicatura. 
 
 
 
 
 
 
 
Carrera 59 No. 26-21 CAN Bogotá DC 
Email decun.notificacion@policia.gov.co 
Celular 3226374778 
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